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MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: 
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 205 del Decreto Ley 019 de 2012. 


Actor: MARIO GERMÁN IGUARÁN ARANA.


Magistrado Ponente: LUIS ERNESTO VARGAS SILVA.
         
Expediente D-9090.


Concepto  5399
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución, rindo concepto en relación con la demanda instaurada, en ejercicio de su ciudadanía por MARIO GERMÁN IGUARÁN ARANA, quien solicita se declare la inconstitucionalidad del artículo 205 del Decreto Ley 019 de 2012, cuyo texto es el siguiente:
DECRETO 19 DE 2012 
(enero 10)

Diario Oficial No. 48.308 de 10 de enero de 2012

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública. 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por el parágrafo 1o. del artículo 75 de la Ley 1474 de 2011, y

CONSIDERANDO:

(…)

DECRETA:

(…)
ARTÍCULO 205. REDUCCIÓN DE LA MULTA. Modifíquese el contenido del artículo 136 de la Ley 769 de 2002, con excepción de los parágrafos 1 y 2 los cuales conservarán su vigencia, así:

"Artículo 136. Reducción de la Multa. Una vez surtida la orden de comparendo, si el inculpado acepta la comisión de la infracción, podrá, sin necesidad de otra actuación administrativa:

1. Cancelar el cincuenta por ciento (50%) del valor de la multa dentro de los cinco (5) días siguientes a la orden de comparendo y siempre y cuando asista obligatoriamente a un curso sobre normas de tránsito en un Organismo de Tránsito o en un Centro Integral de Atención. Si el curso se realiza ante un Centro Integral de Atención o en un organismo de tránsito de diferente jurisdicción donde se cometió la infracción, a éste se le cancelará un veinticinco por ciento (25%) del valor a pagar y el excedente se pagará al organismo de tránsito de la jurisdicción donde se cometió la infracción; o

2. Cancelar el setenta y cinco (75%) del valor de la multa, si paga dentro de los veinte días siguientes a la orden de comparendo y siempre y cuando asista obligatoriamente a un curso sobre normas de tránsito en un organismo de tránsito o en un Centro Integral de Atención. Si el curso se realiza ante un Centro Integral de Atención o en un organismo de tránsito de diferente jurisdicción donde se cometió la infracción, a éste se le cancelará un veinticinco por ciento (25%) del valor a pagar y el excedente se pagará al organismo de tránsito de la jurisdicción donde se cometió la infracción; o

3. Si aceptada la infracción, ésta no se paga en las oportunidades antes indicadas, el inculpado deberá cancelar el cien por ciento (100%) del valor de la multa más sus correspondientes intereses moratorios.

Si el inculpado rechaza la comisión de la infracción, deberá comparecer ante el funcionario en audiencia pública para que éste decrete las pruebas conducentes que le sean solicitadas y las de oficio que considere útiles.

Si el contraventor no compareciere sin justa causa comprobada dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación del comparendo, la autoridad de tránsito, después de treinta (30) días calendario de ocurrida la presunta infracción, seguirá el proceso, entendiéndose que queda vinculado al mismo, fallándose en audiencia pública y notificándose en estrados.

En la misma audiencia, si fuere posible, se practicarán las pruebas y se sancionará o absolverá al inculpado. Si fuere declarado contraventor, se le impondrá el cien por ciento (100%) de la sanción prevista en la ley.

Los organismos de tránsito de manera gratuita podrán celebrar acuerdos para el recaudo de las multas y podrán establecer convenios con los bancos para este fin. El pago de la multa a favor del organismo de tránsito que la impone y la comparecencia, podrá efectuarse en cualquier lugar del país."

1. Planteamiento de la demanda.
El actor considera que la norma demandada, al modificar el contenido del artículo 136 de la Ley 769 de 2002, desborda las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República. Esta situación ocurre por dos razones: porque el artículo no obedece a la facultad de suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios, y porque el artículo modifica lo previsto en un código. Aduce como vulnerados los artículos 13, 150.10, 157, 160, 161 y 333 Superiores.

En cuanto a que el artículo demandado no obedece al ejercicio de las facultades conferidas, dice el actor:

En ese orden de ideas, es diáfano que el artículo demandado no podía modificarse por el legislador extraordinario ya que el plurimencionado curso no es un trámite sino que es una sanción, con una finalidad preventiva, que se le impone infractor de tránsito, y para quien en el momento de la transgresión, la cancelación del comparendo, con multa, curso o casa cárcel, se convierte en una pena.

(…).

Entonces, siendo la obligación de realizar el curso en un Centro Integral una medida de protección coactiva del individuo que interviene en el tráfico automotor y de la seguridad vial de los demás frente a la afectación de la que es objeto por su infracción, escapa a la órbita del objeto de las facultades extraordinarias conferidas por el Congreso de la República al Gobierno Nacional mediante el parágrafo 1° del artículo 75 de la Ley 1474 de 2011.
(…).

Y, finalmente, y estando dentro del cargo referido al desconocimiento por parte del Presidente de la República de las precisas facultades conferidas por el Congreso, debe demandarse el hecho que aquel sin estar habilitado para ello, no solo muto el carácter sancionatorio de una norma sino que procedió a derogar una sanción, aspecto para el cual nunca fue autorizado.

En cuanto a que el artículo demandado modifica lo previsto en un código, el actor pone de presente que la Ley 769 de 2002 contiene el Código de Tránsito. Este aserto no se funda en el título de la ley, sino en lo dicho por la Corte, en la Sentencia C-757 de 2001, sobre normas que son materialmente códigos así no se denominen como tales.
Agrega que el artículo demandado vulnera el derecho a la igualdad, en tanto y en cuanto discrimina de manera injustificada a los centros integrales de atención frente a los organismos de tránsito oficiales. En sus palabras: “(…) la ambigüedad de la norma que introdujo el Ejecutivo es tal, que mientras a aquellos les exige tener a disposición una serie de requisitos, tales como adoptar un sistema de gestión de calidad y una casa cárcel, a los otros no”.
2. Problema jurídico.
Corresponde establecer si el artículo 205 del Decreto Ley 019 de 2012, que modifica el contenido del artículo 136 de la Ley 769 de 2002, al regular la reducción de la multa por infracciones de tránsito, desborda las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República por el parágrafo 1 del artículo 75 de la Ley 1474 de 2011 y si, en consecuencia, vulnera el artículo 150.10 Superior. También corresponde establecer si el artículo demandado vulnera el derecho a la igualdad.

3. Aclaración previa.

Es menester advertir que si bien en la demanda dice dirigirse contra un aparte del artículo 205 del Decreto Ley 019 de 2012, que modifica el contenido del artículo 136 de la Ley 769 de 2002, no precisa o destaca cuál es dicho aparte. Ante esta carencia, el Ministerio Público asume que la demanda se dirige contra todo el texto del artículo en comento y, bajo este supuesto, asume el correspondiente análisis jurídico.

4. Análisis jurídico.
Ante la existencia de una orden de comparendo de tránsito, el inculpado puede aceptar o rechazar haber cometido una infracción a las normas de tránsito. El artículo 205 del Decreto Ley 019 de 2012, que modifica el contenido del artículo 136 de la Ley 769 de 2002, regula el procedimiento a seguir en ambos casos.
Si el inculpado acepta haber cometido una infracción a las normas de tránsito, se puede proceder, sin necesidad de otra actuación administrativa, a pagar la multa correspondiente, conforme a tres posibilidades: pagar el 50% de la multa dentro del término de cinco días posteriores a la orden de comparendo; pagar el 75%, después de los cinco días, pero dentro de los veinte días posteriores a la orden de comparendo; o pagar el 100% de la multa, más los intereses moratorios, después del anterior término. En las dos primeras opciones, es necesario, además, que el inculpado asista a un curso sobre normas de tránsito en un organismo de tránsito o en un centro integral de atención. 
Si el inculpado no acepta haber cometido una infracción a las normas de tránsito, es menester proseguir con la actuación administrativa. Para tal efecto, el inculpado debe comparecer en audiencia pública ante el servidor público competente, para que en ésta se decreten las pruebas del caso. Si el inculpado no comparece, ni justifica su ausencia, el proceso seguirá su curso. Si el proceso culmina con la declaración de la responsabilidad del inculpado, que pasa a ser contraventor, se impondrá una multa por el cien por ciento de la suma prevista en la ley. Para el pago de esta multa es posible celebrar acuerdos de pago.
Para que el inculpado pueda reducir el valor de la multa a pagar, es menester que acepte haber cometido una infracción de tránsito, que cumpla con la condición de asistir a un curso sobre normas de tránsito en un organismo de tránsito o en un centro integral de atención, y que realice el pago correspondiente dentro de unos precisos términos de cinco días o de veinte días, según el caso.

Si el inculpado acepta su responsabilidad y, por tanto, asume ser contraventor, continuar con el proceso administrativo carece de objeto. Y carece de objeto, porque la responsabilidad del inculpado ya ha quedado definida. El artículo demandado, al prever que en este evento se puede proceder a pagar la multa, “sin necesidad de otra actuación administrativa”, está eliminando un trámite innecesario y, por lo tanto, no desborda las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República por el parágrafo 1 del artículo 75 de la Ley 1474 de 2011.
En este contexto, la condición de realizar el curso en comento, en nada afecta la existencia de responsabilidad del inculpado, que acepta ser contraventor. Siendo este el propósito de la actuación administrativa, si éste ya se logró, por sustracción de materia carece de sentido proseguir con la actuación. Si el contraventor cumple o no con la condición de hacer el referido curso, o si paga o no en tiempo la multa, en nada afectan su responsabilidad, sino apenas la cuantía o monto a pagar.

Al no afectar de ninguna manera la sanción, sino apenas la cuantía o monto a pagar a título de multa, no es posible afirmar que esta materia, per se, es propia y exclusiva de un código, como lo hace el actor. Tampoco puede decirse que este artículo afecta de manera sustancial lo que está o debe estar previsto en un código. El no pago de la multa por el contraventor, si bien genera consecuencias jurídicas de tipo patrimonial, no implica la detención del contraventor en una casa cárcel, ni en otro tipo de establecimiento, como parece sugerirlo el actor.
Si bien los centros integrales de atención prestan varios servicios, como se indica en el artículo 2° de la Ley 769 de 2002, al aludir al servicio de escuela y casa cárcel para los infractores a las normas de tránsito, en el caso sub judice sólo se hace referencia a la posibilidad de realizar un curso sobre normas de tránsito, sea en un organismo de tránsito o sea en uno de estos centros, como una condición para reducir el valor o cuantía de la multa a pagar.
Los anteriores asertos se confirman al revisar lo relativo al ejercicio de las facultades extraordinarias por el Presidente de la República, y al revisar este ejercicio respecto de materias propias de los códigos, como pasa a verse. 

En cuanto a la primera revisión conviene traer a cuento lo dicho por el Ministerio Público en el Concepto 5268, rendido dentro del trámite del Expediente D-8804, en el cual se puso de presente que:
3.1. Las facultades extraordinarias que se confieren al Presidente de la República, de conformidad con los criterios fijados a través del desarrollo de la doctrina constitucional sobre dicha institución jurídica, gobernada por los fundamentos de la interpretación restrictiva, comportan la sujeción a una serie de requisitos y exigencias que apuntan a armonizar su ejercicio con los principios de separación de los poderes, de colaboración armónica entre las distintas ramas del poder y de  representación política como expresión de la soberanía popular.          

El fundamento de la habilitación al legislador extraordinario para que regule un asunto que compete a la función legislativa, propia del Congreso de la República, presupone la imposibilidad del órgano de representación popular para hacerlo de acuerdo con los fines que tal normativa está llamada a cumplir en el Estado de derecho.

3.2. Ahora bien, la doctrina y la jurisprudencia constitucional han enfatizado en la forma como han de ser ejercidas las facultades extraordinarias por el Ejecutivo a efecto de que las competencias asignadas sean ejercidas sin menoscabar el orden jurídico, por ello, han fijado las pautas dentro de las cuales el legislador extraordinario debe moverse a efectos de que se cumpla cabalmente el cometido de producir una ley, sobre la base del logro de un fin determinado acorde con los motivos que impulsaron al legislador ordinario a utilizar tal instrumento constitucional de carácter excepcional.

Sobre la precisión de las facultades que en virtud de una ley habilitante se radican en cabeza del Presidente de la República, como elemento consustancial del límite material, es pertinente acudir a algunas consideraciones de la Corte Constitucional, recogidas en la sentencia C-097 de 2003, cuya expresión es del siguiente tenor:

6.1. (...). En torno a la exigencia de que las facultades sean ‘precisas’, la jurisprudencia ha reiterado que la amplitud o generalidad de la habilitación no constituye una violación de la Carta18. No obstante, la Corte también   ha   sido   enfática   en   subrayar  que  las  facultades no pueden ser vagas e indeterminadas puesto que ello representaría una habilitación en blanco al Ejecutivo equivalente a una renuncia inaceptable del Congreso a ejercer la función legislativa que el Constituyente le ha confiado. 

Por ello en su jurisprudencia esta Corte ha venido desarrollando la doctrina constitucional sobre los requisitos que ha de reunir la habilitación legislativa para que se respete el mandato constitucional de precisión así cumpla con una de las exigencias contenidas en el artículo 150-10 de la Constitución.

(...)

6.1.1. El señalamiento de la materia que delimita el ámbito sustantivo de la acción del ejecutivo. Quizás el requisito de precisión más reiterado en la jurisprudencia es aquel relativo a la delimitación de la materia sobre la cual versan las facultades extraordinarias otorgadas al Gobierno por el Congreso. 
(...)

6.1.2. La indicación de la finalidad a la cual debe apuntar el Presidente de la República al ejercer las facultades. 
(...)
6.1.3. La enunciación de criterios inteligibles y claros que orienten las decisiones del ejecutivo respecto de las opciones de diseño de política pública dentro del ámbito general de la habilitación para alcanzar la finalidad de la misma que motivó al Congreso a conceder las facultades extraordinarias. 

Respecto de la materia específica de la supresión de trámites, al estudiar el ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República, en la Sentencia C-340 de 1996, dice la Corte:
No podía el legislador ordinario –esa la razón de las facultades- indicar directamente cuales de los aludidos procedimientos, trámites y requisitos resultaban innecesarios, es decir, superfluos en relación con las finalidades sustanciales de la actividad pública. Esa era una materia que correspondía al Gobierno, revestido de las atribuciones legislativas excepcionales, y, en consecuencia, era éste el encargado de verificar esa connotación de ausencia de necesidad en los distintos aspectos y momentos de las actuaciones administrativas.  
La norma que otorga las facultades cuyo ejercicio es objeto de análisis en este caso, el parágrafo 1 del artículo 75 de la Ley 1474 de 2011, se enmarca dentro de los parámetros a los que alude la Corte en la sentencia ante dicha. Así lo revela una lectura desprevenida de su texto, que es el siguiente: 
ARTÍCULO 75.-

(…).

Parágrafo 1. De conformidad con lo dispuesto en el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política, revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias para que en el término de seis meses, contados a partir de la fecha de publicación de la presente ley, expida normas con fuerza de ley para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la administración pública.  

En cuanto a la segunda revisión, valga decir, al ejercicio de las facultades extraordinarias respecto de materias propias de los códigos, es necesario considerar la Sentencia C-586 de 2001, en la cual la Corte dice:
Inclusive, esta Corporación ha aceptado que mediante normas expedidas en ejercicio de facultades extraordinarias se modifiquen disposiciones de los códigos, sin transgredir la competencia del Congreso para la expedición de los mismos y la restricción impuesta para el efecto en el artículo 150.10 C.P., siempre que no sean afectados sustancialmente. Lo dicho, constituye un argumento adicional para reafirmar la libertad del legislador para reformar aspectos de las garantías otorgadas por terceros a través de una ley ordinaria, pues tal modificación no está sujeta a un trámite diferente. Dijo así la Corte en la Sentencia C-140 de 2001: 
3- Esta Corte tiene bien definido que no toda modificación de un código por un decreto ley es inconstitucional. En efecto, tal y como lo han señalado las sentencias C-252 de 1994, C-296 de 1995, C-077 de 1997 y C-046 de 1998, la prohibición del artículo 150-10 de la Constitución para otorgar facultades extraordinarias para la expedición de códigos no se extiende a toda aquella disposición que pueda eventualmente hacer parte de un determinado código.
(...)
Por su parte, la sentencia C-077 de 1997, MP Antonio Barrera Carbonell, reiteró el anterior criterio. En esa ocasión, la Corte tuvo que examinar el cargo contra los artículos 143 y 144 del  Decreto 2150 de 1995, según el cual, esas disposiciones no podían ser dictadas por un decreto extraordinario, por cuanto implicaban una modificación del Código Civil y del Código del Comercio. La Corte rechazó esa acusación, no sólo porque constató que ese decreto extraordinario no había modificado esos códigos sino además porque consideró que incluso si lo hubiera hecho, no se hubiera generado una inexequibilidad “por tratarse de aspectos que no afectarían la estructura normativa de dichos códigos”. La Corte sintetizó entonces, en esa misma providencia, su doctrina sobre este tema en los siguientes términos: 
Como quedó definido en las sentencias C-252/94 y C-296/95, no toda reforma a la legislación que toque de algún modo con una materia regulada en un código, se encuentra limitada por el precepto del art. 150-10 de la Constitución que prohíbe el otorgamiento de facultades extraordinarias para la expedición de códigos, dentro de las cuales se comprenden los cambios esenciales o las modificaciones de cierta envergadura o magnitud que comprometen su estructura normativa. Por lo tanto, no están cobijadas por la prohibición las reformas por la vía de las facultades extraordinarias que no afectan la estructura general de un código ni establecen la regulación sistemática e integral de una materia. 
Las exigencias que el ordenamiento jurídico prevé para que pueda funcionar un organismo de tránsito o un centro integral de atención, a partir de las cuales el actor pretende mostrar una vulneración al derecho a la igualdad, no están en el texto de la norma demandada y, por lo tanto, no son relevantes para estudiar su exequibilidad. Lo que si está en esta norma es que los contraventores que tengan interés en reducir el monto de la multa a pagar, deben cumplir con la condición de realizar “un curso sobre normas de tránsito en un Organismo de Tránsito o en un Centro Integral de Atención”. De este enunciado, contenido en la norma demandada, no puede predicarse discriminación alguna.
Si el actor pretende cuestionar una eventual diferencia de trato a los centros integrales de atención, debe dirigir su demanda contra las normas que establecen dicha diferencia, y no contra las normas que no la establecen. En segundo lugar, debe mostrar y demostrar que los organismos de tránsito y los centros integrales de atención son equiparables, valga decir, que tanto unos como otros se encuentran en una misma situación fáctica, como un presupuesto ineludible para plantear la existencia de una discriminación. En tercer lugar, superado el punto de la equiparación, debe mostrar y demostrar que la diferencia de trato es injustificada.  

En vista de las carencias de la demanda, en cuanto atañe a la vulneración al derecho a la igualdad, no es posible que la Corte se pronuncie de fondo en esta materia, ya que el actor no satisface las exigencias previstas en la ley y decantadas por la jurisprudencia, entre otras, en la Sentencia C-1052 de 2001, para las demandas de inconstitucionalidad. 

5. Conclusión.

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que se INHIBA de pronunciarse de fondo sobre la exequibilidad del artículo 205 del Decreto Ley 019 de 2012, que modifica el contenido del artículo 136 de la Ley 769 de 2002, por el cargo de vulnerar el derecho a la igualdad; y que declare EXEQUIBLE este artículo, por los cargos de haberse desbordado las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República, ya sea porque no se enmarca dentro de la facultad de suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios, o ya sea porque se modifica lo previsto en un código.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación 
LJMO/ACuestasA. 
18 Así se recoge un criterio estable cuyo origen se encuentra en la jurisprudencia de la Corte suprema de Justicia. Ver entre otras las siguientes sentencias de la Corte Suprema de Justicia: Sentencia No. 83 de agosto 24 de 1983, M.P. Dr. Manuel Gaona Cruz: "Una ley de facultades en la que para evitar el cargo de imprecisión hubiere que detallar en forma minuciosa un recetario exhaustivo de las materias conferidas, como condición de validez constitucional, perdería su esencial razón de ser, o sea, la de otorgarle al Gobierno competencia legislativa extraordinaria y devendría ley ordinaria y haría inútil o nugatorio el decreto extraordinario. Lo que exige la Constitución es su claridad, su inequivocidad, su ilimitada y concisa expresión normativa, pero no su total expresividad"; Sentencia de septiembre 19 de 1985, M.P. Dr. Manuel Gaona Cruz: "Lo amplio y lo preciso son compatibles y lo contrario de lo amplio es lo restringido; lo contrapuesto a lo delimitado no es lo minucioso sino lo indeterminable o ilimitado, y lo opuesto a lo claro  no es lo implícito, sino lo oscuro. Razones por las cuales una ley de aquellas no deja de ser precisa por ser amplia y no minuciosa, con tal que sea clara y delimitable y no ambigua"; Sentencia No. 39 de 29 de mayo de 1986, M.P. Fabio Morón Díaz: "Es necesario aclarar, como lo ha hecho la jurisprudencia reiterada de esta Corporación, que el concepto de precisión no puede interpretarse como taxatividad, esto es, el Presidente de la República podrá desarrollar la ley de facultades con las materias que le son propias y acordes con el fin que aquélla persigue, pero no podrá con el pretexto de desarrollarla, extralimitarse en el ejercicio de tales facultades para entrar a regular otras materias sin conexión, aún cuando estas estuvieren implícitamente acordes con la Constitución". 
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